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LOS PRINCIPIOS CONTEMPORÁNEOS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

La concepción del Estado liberal, con su filosofia indivualista y socioeconómicamente abstencionista dentro de la sociedad, hizo crisis ya a comienzos del siglo XX  con la política social implantada inicialmente por Alemania a fines del anterior siglo, y permitió las formulaciones jurídicas de Duguit sobre la ciudad como taller social, así como propició más tarde la dictación de las Constituciones sociales de los primeros años del 1900, a raíz de la nueva cultura de occidente.

El Estado Social se expresó en los servicios públicos, considerados como “la” forma de materializar las políticas sociales, lo que produjo un crecimiento por agregación e estos organismos que alcanzó tales magnitudes, que obligó a los Estado a reaccionar, particularmente con motivos de los crashes del petróleo, que al limitar los recursos financieros disponibles obligó a readecuar los gastos públicos, y, entre otras medidas, a hacer fuertes ahorros. Como se sabe, estos hechos, unidos a la política propicia a las reformas liberales impulsadas por Margaret Taycher y Ronal Reagan, dieron lugar a una visión del hacer del Estado que fue más allá de las Reformas para constituirse en Modernización del Estado, que se orientó a estudiar el Estado en su totalidad.

La autocríticas determinó la restricción del tamaño del Estado, la enajenación de los activos disponibles, la apertura de servicios por parte de los privados a la Administración Pública, la privatización de actividades o sectores a los particulares y la desregulación del ordenamiento jurídico, con miras a darle flexibilidad,

Ello, unido a la paz de que goza occidente desde 1945, ha llevado la autocrítica del Estado a la crítica ciudadana, haciéndolo perder el temor reverencial hacia la autoridad y con el avance de la percepción de los derechos humanos y la transformación del mundo internacional en mundo comunitario, y lo ha llevado asimismo a reemplazar los ejes que sostenían al Estado y a la Administración por nuevos principios, que exigen políticas concretas en beneficio del país y de las personas,

En general, estos principios están recogidos en el Título I de la LOCBGAE, De ellos, se analizarán el de la Probidad Administrativa, el de la Imparciales, el de la Transparencia y Publicidad, y los de la Eficacia y Eficiencia.
1. EL PRINCIPIO DE PROBIDAD ADMINISTRATIVA

El nuevo artículo 8 de la Constitución introducido por las reformas constitucionales practicadas en 2.005 estatuye el principio de probidad como una base de la institucionalidad y lo liga al ejercicio de toda función pública sin exclusión. Nótese que el término función pública es más amplio que la noción de funcionario público cuyo ámbito es mucho más acotado. En el primer caso, quien ejerce función pública es todo aquel a través del cual el Estado se expresa y se relaciona independientemente del tipo de relación (estatutaria o no) que dicha persona tenga con el Estado comprendiéndose entre ellos los parlamentarios, magistrados, autoridades gubernamentales y administrativas y funcionarios públicos en general.

En el ámbito administrativo este principio fue formalizado por la Ley Nº 19.653 de 1.999. Por medio de esta norma legal el legislador configura la probidad  como un supra principio de la actuación administrativa porque hace depender de él otros “sub principios” como la publicidad y transparencia, imparcialidad, razonabilidad, proporcionalidad, abstención y eficacia y eficiencia.

La formalización del principio de probidad administrativa se encuentra en el artículo 13 LOCBGAE que instituye: “Los funcionarios de la Administración del Estado deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las normas legales generales y especiales que lo regulan”. Más adelante, en el artículo 52, inciso 2º el legislador orgánico introduce una definición de la probidad diciendo que “El principio de la probidad  administrativa consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.” Ambos preceptos se deben interpretar a la luz de lo que el artículo 53 define como exigencias del interés general, esto es “El interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz. Se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en lo razonable e imparcial de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el cumplimiento de sus funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa, en conformidad a la ley.” De los preceptos transcritos se desprenden importantes lineamientos para la interpretación del principio de probidad y los principios que se fundan o derivan de él.

La regulación general del principio de probidad administrativa está contenida en el Título III LOCBGAE, artículo 52 y siguientes. Así, su campo de aplicación está establecido en el artículo 52 inciso 1º el cual lo establece como una obligación de toda autoridad de gobierno y administrativa vinculando al principio de probidad desde el Presidente de la República como a toda autoridad cualquiera que sea su denominación y a todo funcionario de la administración sin excepción.

Los responsables de fiscalizar su cumplimiento son las reparticiones de control interno de los órganos administrativos con independencia de las atribuciones de la CGR (artículo 61 inciso 1º LOCBGAE). Cuando se produzca infracción a este principio se deberá establecer la correspondiente responsabilidad administrativa e imponer las sanciones que sean convenientes en concordancia con las normas estatutarias respectivas.

El legislador fue cuidadoso al establecer una gama de instrumentos que están orientados a garantizar la vigencia de este principio. En primer lugar, destacan como medidas preventivas las inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado contenidas en el artículo 54 LOCBGAE. Dirigida a cautelar la operatividad de estas restricciones está la declaración de inhabilidades que ha de presentar todo postulante a un cargo público y que se encuentra regulada en los artículos 57 a 60 de la ley orgánica. A las inhabilidades referidas hay que añadir una específica dirigida a impedir que cargos de autoridad superior desde subsecretarios hasta el nivel de jefe de división sean ejercidos por personas que padezcan de dependencia a sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas (artículo 55 bis LOCBGAE). Para ello el legislador establece, igualmente, la obligatoriedad de declarar que no se está afecto a esta inhabilidad antes de asumir alguno de los cargos afectos a ella.

Adicionalmente, hay una serie de mecanismos establecidos para cautelar el respeto del principio de probidad por quienes desempeñan un cargo administrativo. El primero de ellos es el establecimiento de incompatibilidades o prohibiciones en el artículo 56 LOCBGAE. A ello se añade por el artículo 57 LOCBGAE la exigencia a ciertas autoridades gubernamentales y administrativas que van desde el Presidente de la República hasta el nivel de jefe de departamento de presentar una declaración de intereses  y de patrimonio
. En el primer caso la declaración de intereses debe contener todas las actividades profesionales y económicas en que dichas personas participen (artículo 58 LOCBGAE). Por su parte, la declaración de patrimonio deberá individualizar los bienes indicados por la ley tanto del titular de la obligación como de su cónyuge (artículo 60 C LOCBGAE). Igualmente, para prevenir el consumo de sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas el legislador ha estatuido un procedimiento de control de consumo de estas sustancias que deberá aplicarse en forma reservada, aleatoria y resguardando la dignidad e intimidad de los funcionarios examinados (artículo 61 inciso 4º LOCBGAE).

Finalmente, se complementan los mecanismos de garantía enunciados con la identificación de actuaciones que la ley orgánica directamente configura como atentatorias a la probidad administrativa y que harán surgir la responsabilidad administrativa y darán lugar a las correspondientes sanciones (artículo 62 LOCBGAE).

2. EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD

El principio de imparcialidad constituye un parámetro de valoración jurídica de toda la actuación de la administración, en especial de la actuación material y técnica que son de difícil control. En ese sentido, se puede afirmar que en relación con éste tipo de actuaciones posee una eficacia mayor que el principio de legalidad.

La imparcialidad alude al aspecto subjetivo del deber que involucra. Así, es definida por el Diccionario de la Real Academia Española (1.992) como la “falta de designio anticipado o de prevención a favor o en contra de personas o cosas, que permite juzgar o proceder con rectitud”. Es una exigencia del interés general que “Se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en lo razonable e imparcial de sus decisiones…” (artículo 53 LOCBGAE). Por su parte, la Ley Nº 19.880, de Bases de los Procedimientos Administrativos (LBPA), en su artículo 11, define el principio de imparcialidad como el deber de “actuar con objetividad y respetar el principio de probidad”. La objetividad es la cualidad de ser objetivo por lo que es conveniente recordar que el vocablo objetivo en el Diccionario de la Real Academia queda definido como “perteneciente o relativo al objeto en sí y no a nuestro modo de pensar o de sentir” y “desinteresado, desapasionado”. Imparcialidad y objetividad quedan, pues, en nuestro ordenamiento implicados en el mismo principio cuyas consecuencias se examinan a continuación.

El principio de imparcialidad se predica tanto de la Administración Pública que como organización debe resguardarlo como de las autoridades que toman decisiones por la Administración. 
Por lo que a la Administración se refiere la imparcialidad y objetividad son consecuencia del carácter servicial a la consecución del bien común que se impone a la Administración Pública. La Constitución refuerza estos principios a través de su opción por constituir una Administración profesionalizada y de carácter técnico avalada por una carrera administrativa (artículo 38 inciso 1º CPR) que supondrá la capacitación permanente de sus funcionarios para que puedan cumplir a cabalidad sus funciones. No obstante, estas medidas aseguradoras de la tecnificación de la Administración no conllevan en modo alguno enervar la sujeción que ésta debe al poder político (Congreso y Presidente de la República) bajo pretexto de la necesidad de resguardar la neutralidad política de la organización administrativa. La Administración como ya se ha señalado es una entidad servicial al bien común, pero una cosa importante a tener en cuenta es que ella carece de legitimidad para determinarlo. El bien común sólo puede ser definido por el poder político democráticamente elegido, de tal modo que es en el legislador en quien recae mayormente esta definición que luego es actualizada por el Gobierno mientras que a la Administración sólo le cabe materializarlo y en esa materialización debe actuar como una organización profesionalizada que actúa imparcialmente. La Administración constituye, pues, la organización que está al servicio del Presidente de la República para que éste pueda cumplir sus funciones de gobierno y administración que la Constitución le asigna en el artículo 24 CPR y artículo 1, inciso 1º LOCBGAE).

Por lo que respecta a la vinculación que el principio de imparcialidad supone para los funcionarios y autoridades administrativas ésta se remite al deber personal de actuar de forma objetiva dentro del Ordenamiento jurídico de tal modo que las decisiones administrativas sean fieles a la finalidad de la potestad que actualizan evitando el vicio de desviación de poder; se realice sin apasionamientos y sopesando todos los intereses en juego; y respeten el principio de igualdad evitando otorgar preferencias o disfavores no autorizados por el legislador.

La imparcialidad constituye el fundamento de una serie de técnicas orientadas a garantizar su vigencia, entre ellas: la instauración de un sistema burocrático que se constituye con criterios de selección objetivos basados en la igualdad de oportunidades, mérito y capacidad (artículo 19 nº 16 inciso 3º y nº 17 CPR y artículo 44 LOCBGAE). En el mismo sentido se orienta el procedimiento administrativo que constituye un íter formalizado necesario a seguir para producir decisiones válidas. Finalmente, a garantizar este principio también se orientan las inhabilidades establecidas en el artículo 54 LOCBGAE que no sólo previenen de incurrir en nepotismo sino intentan evitar que se configuren circunstancias que contravengan este principio. En igual sentido operan las incompatibilidades (artículo 56 LOCBGAE), las causales de abstención reguladlas en el artículo 12 LBPA y la tipificación de actuaciones que afectan la imparcialidad de autoridades y funcionarios como contravinientes del principio de probidad y generadoras de responsabilidad administrativa y las correspondientes eventuales sanciones.

3. LOS PRINCIPIOS DE PUBLICIDAD Y TRANSPARENCIA

A. El significado de los términos publicidad y transparencia.
Estos principios han sido constitucionalizados en el nuevo artículo 8 CPR
 introducido por las reformas constitucionales de 2.005, destacando su ubicación en el Capítulo I de las Bases de la Institucionalidad. La citada disposición, liga la publicidad de las actuaciones públicas con el principio de probidad y hace de la transparencia un principio general para todos los órganos del Estado que sólo puede exceptuarse por el legislador mediante una Ley de Quórum Calificado fundada en causales tasadas por el propio texto constitucional, relativas a: la afectación del debido cumplimiento de las funciones públicas, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

Para determinar qué se debe entender por publicidad y transparencia podemos acudir al Diccionario de la Real Academia (1992), que nos señala que “publicidad” indica “cualidad o estado de público” y “público” es lo “notorio, patente, manifiesto, visto o sabido por todos”, por lo que principalmente este principio cobra sentido en relación con la información objetivamente hablando. La publicidad, consiguientemente, se predica de la información pública y el grado de su realización no se debe medir exclusivamente por la voluntad o disposición a la entrega de la misma una vez que ha sido solicitada sino porque ésta tenga el estado de público, lo que involucra que esté a disposición de cualquier persona a medida de que se vaya generando. Facilitar la publicidad tiene un efecto positivo inmediato de desburocratizar y de allanar al ciudadano el ejercicio de su derecho a la información pública.

Respecto del término transparencia, es útil remitirse a lo consignado por el inciso 2º del artículo 13 LOCBGAE, el cual define la  transparencia como cualidad del ejercicio de la función pública, señalando que ésta conlleva ejercer dicha función de  modo que se “permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones adoptadas”
. Por lo que si la publicidad se refiere especialmente a la  cualidad pública de la información la transparencia se predica sobre los procedimientos,  conductas y fundamentos que hacen posible la accesibilidad a la información, tornándola comprensible, escrutable y controlable por terceros.
B. Los Fundamentos y Objetivos de la Publicidad y Transparencia.

Desde los inicios de su formación histórica, la Administración siempre ha sido depositaria de información valiosa para el sostenimiento del Estado. En gran parte, la información es provista por los propios ciudadanos en cumplimiento de deberes que expresan la aplicación de técnicas de ordenación o de policía. En otras ocasiones, la información es generada por la propia Administración autónomamente o con colaboración de terceros (vgr. estudios, informes, estadísticas, etc.). Ahora bien, lo importante es asegurar que la información obtenida o generada por la Administración con recursos públicos en un Estado de Derecho, Democrático y Servicial como el fundado por la Constitución Política de la República, sea utilizada para el adecuado diseño de políticas públicas o el cumplimiento oportuno y eficiente del control que la Administración debe ejercer sobre ciertas actividades o sujetos.
En relación con esta problemática de amplios ribetes hay un aspecto que marca la situación actual, esto es, la sociedad de la información en que vivimos. En relación con esta nueva realidad no se puede obviar ella determina que el volumen de la información en manos de la Administración sea colosal, por lo que el derecho a acceder a la misma cobra especial relevancia. Igualmente, las nuevas tecnologías de las telecomunicaciones pueden proporcionar los instrumentos que sirvan para solventar las crecientes demandas de información a las que debe responder la Administración.

Sistematizando los fundamentos que tienen los principios de publicidad y transparencia podemos señalar que ellos se afirman en:

a) La promoción del sistema democrático. De partida el sistema democrático fundado en la igualdad y el principio representativo instituye a los gobernantes como servidores temporales depositarios de un poder público que no es ilimitado sino finalizado. Arrumbada la antigua concepción de la persona como súbdito y transformado éste en un ciudadano pleno cuyos derechos el Estado no sólo debe respetar sino coadyuvar a que se hagan efectivos se espera que el poder no tenga secretos frente a ellos que son los que en última instancia le han delegado el poder. La transparencia y el suministro de información constituyen piezas básicas de la búsqueda de una nueva legitimidad racionalizada, de un nuevo consenso por convicción. El acceso a la información debe garantizarse aunque duela, pues, ello facilita la prevención y el control (accountability) de la conducta de los integrantes de los órganos y entes públicos. También y más importante aún, permite ingresar al círculo virtuoso que genera la transparencia, cuyos efectos son directamente proporcionales a la “incomodidad” de las autoridades que se pretende examinar
. 

b) Respeto a los Derechos Humanos. La Constitución Política de la República se diseña desde una óptica garantista de los derechos ciudadanos afectando el poder del Estado a la consecución del interés general. En tal sentido, cobran vital importancia la publicidad y transparencia, pues, ellas son presupuestos para el ejercicio y defensa de otros derechos fundamentales.

c) Estabilidad de los mercados económicos y justicia socio-económica. El sistema económico vigente definido como una economía social de mercado busca en primer lugar la eficiencia de los mercados y corregir sus imperfecciones. En la procura de estos objetivos la transparencia es la cualidad que permite conocer, comparar y tomar decisiones  consecuentes a los agentes económicos, lo que hace más eficientes tanto la oferta como la demanda. Igualmente, ellas permiten que los ciudadanos conozcan los objetivos del Estado, los fundamentos de sus acciones y los costos sociales que ello implica, propiciando un tratamiento más justo y armónico en beneficio de quienes menos poder tienen. Todo lo cual coadyuva a construir una sociedad más cohesionada.

d) La profesionalización de la Administración. La Constitución Política en su artículo 38, inciso 1º tiene una clara opción por constituir una Administración Pública profesional que actúe sobre la base de criterios técnicos, lo cual supone que las decisiones que adopten las autoridades además de otras valoraciones que el Ordenamiento condicione deberán ser técnicamente correctas y examinables objetivamente con arreglo a las reglas propias de la técnica, ciencia o arte que se les aplique.

Por su parte los objetivos que persiguen los principios de publicidad y transparencia están orientados principalmente a: terminar con el secretismo tradicional; favorecer el control sobre las autoridades y los órganos estatales
 y favorecer la participación ciudadana y mejorar la gestión pública
.

4. LOS PRINCIPIOS DE EFICACIA Y EFICIENCIA 
 

Los principios de eficacia y eficiencia administrativas se estatuyen por el legislador orgánico en los artículos 3, inciso 2º 
  y 5, inciso 1º
  LOCBGAE. Cabe enfatizar que ambos se encuentran vinculados en una relación de interdependencia con otros principios de la actuación administrativa, esto quiere decir que el cumplimiento de unos es necesario para la materialización de los otros. Entre estos principios relacionados podemos destacar los de coordinación, control y probidad. 

A. El significado de los conceptos de Eficacia y Eficiencia administrativas

En el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española (1.992), se define:

- eficacia como “Virtud, actividad, fuerza y poder para obrar”; y

- eficiencia como “Virtud y facultad para lograr un efecto determinado”.

De este modo se reconoce a la eficacia como fuerza y poder para obrar encontrándose vinculada con la efectividad, término que entre nosotros es “lograr los resultados apetecidos o esperados”
. Consiguientemente, la palabra eficacia sugiere la obtención intencionada, en tanto deliberada y conscientemente orientada a un fin de un resultado o efecto determinado por parte de un agente con poder y fuerza para obrar. Mientras que la eficiencia alude a la idoneidad de la actividad dirigida a producir tal fin constituyendo por demás términos estrechamente interrelacionados.
Para la economía, como ciencia de la escasez, el término de mayor relevancia es la eficiencia ya que ella atiende a la consecución del máximo nivel de satisfacción posible a alcanzar con los recursos disponibles en el sistema económico. Mientras que para las ciencias de la administración dado que la Administración pública constituye como toda organización una unidad social -intencionalmente construida para lograr objetivos específicos con la particularidad que ellos en su caso están dados por el propio Ordenamiento jurídico-, se le atribuirá los valores de eficacia y eficiencia organizacionales en la medida en que las metas propuestas se logren con mejores medios, a menor costo y menor esfuerzo.

Si bien para las ciencias de la administración ambos principios se relacionan con la noción de productividad ligada al principio de oportunidad de la actuación administrativa (tradicionalmente formulado en contraposición del principio de legalidad). Esta contraposición no tiene sustento por cuanto el legislador orgánico los ha formulado estatuyendo una colaboración entre ellos. De este modo, el control jerárquico deberá fiscalizar la oportunidad de las actuaciones controlando tanto la eficacia y eficiencia como la legalidad (artículo 11 LOCBGAE). Asimismo, la oportunidad se liga a la “la expedición en el cumplimiento de sus funciones legales”, la que debe producirse dentro del marco o mejor sin menoscabo del Ordenamiento Jurídico (artículo 53 LOCBGAE). Finalmente, la oportunidad se relaciona por el legislador orgánico con las actuaciones mientras que la eficacia y eficiencia se predica de los fines y objetivos. De lo que se colige que los tres elementos son condiciones, entre otras enunciadas por el artículo 53 LOCBGAE), que se derivan de la búsqueda y preeminencia del interés general.
B. Ámbito y contenido de la Eficacia y Eficiencia administrativas

En la LOCBGAE, los principios de eficacia y eficiencia administrativas se estatuyen por el legislador orgánico como deberes de doble concreción: primero, como deber jurídico de la Administración en cuanto organización sustantivada (artículo 3, inciso 2º); y segundo, en cuanto deber de las autoridades y funcionarios (artículo 5, inciso 1º). 

Tal como se encuentran formulados los principios de eficacia y eficiencia administrativas en los preceptos de la LOCBGAE no cabe duda que se refieren a toda la actuación de la Administración del Estado, operando en los siguientes ámbitos: a) El propio de cada actuación administrativa concreta, determinada por un fin específico orientado a la procura del bien común; b) El referido a la actividad de una organización u ente administrativo, (aludiendo tanto a las entidades personificadas como a los órganos administrativos que la integran); y c) El ámbito constituido por la actuación global de cada una de las Administraciones públicas integradas también en subsistemas administrativos (nacional, regional y municipal) sin que ello menoscabe la unidad del Estado, según lo preceptúa la Carta Política.

Ahora bien, si la eficacia y eficiencia administrativas operan en cada uno de éstos ámbitos habrá de tenerse en cuenta la posibilidad que en su concreción puedan suscitarse diferencias o contradicciones, según el ámbito de aplicación en el que nos movemos, emanadas de las exigencias que simultáneamente derivan de los mismos principios para cada uno de los niveles aludidos. De ello se deriva que estos principios no son unívocos a consecuencia de la amplitud y la falta de homogeneidad de su ámbito de aplicación.
� La Ley Nº 20.088 (D.O. 5.01.2006) establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes de las autoridades que ejercen función pública, introduciendo sendos artículos y modificaciones a la LOCBGAE.


� El citado precepto establece: “Artículo 8°.- El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones. 


Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”


� Para la Real Academia, “transparencia” es la “cualidad de transparente” y “transparente” es aquello “claro, evidente, que se comprende sin duda ni ambigüedad”.


� Vid. Ferreiro, A., “Razones Para Promover la Transparencia Pública y Privada”, presentación power point en el Seminario Internacional sobre Acceso a la Información, Santiago, 3 y 4 de octubre de 2.005, en � HYPERLINK "http://www.proacceso.cl/" �www.proacceso.cl� (consulta 24 de octubre de 2005).


� La transparencia, lo que apunta es a reforzar este primer nivel de control ciudadano, que es el menos costoso y más efectivo. Un sistema de transparencia efectivo reduce los costos de control burocrático, siendo éste asistido por los particulares a través del control social. Un sistema diáfano evita que se desvíen los fondos del objetivo para el cual fueron asignados, neutralizando los riesgos de corrupción; riesgos que la experiencia comparada indica que se acrecientan a medida que el sistema tenga grietas que faciliten espacios de opacidad que no puedan ser escrutados por los ciudadanos.


� La participación permite lograr mejores decisiones y también que sean menos resistidas por los propios afectados, llenando el vacío que existe entre la decisión y la ejecución, por lo que mientras de mejor calidad sea la participación, las contribuciones que reciba la Administración serán igualmente superiores, lográndose un claro efecto de mejora en la gestión pública.


� Sobre ambos principios nos hemos pronunciado en anterior oportunidad en Camacho Cépeda, G., Los Principios de Eficacia y Eficiencia Administrativa en la obra colectiva La Administración del Estado en Chile: decenio 1.990-2.000, Editorial ConoSur, Santiago, 2.000.


� Este inciso dispone: “La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia,  …”.


� Dicho precepto establece: “Las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiente e idónea administración de los medios públicos y por el debido cumplimiento de la función pública”.


� Vid.: Efectividad en Diccionario Ejemplificado de Chilenismos de la Academia Superior de Ciencias Pedagógicas de Valparaíso, 1985.
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